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	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	TERCERA SALA UNITARIA.

	EXPEDIENTE: 208/2023.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: DIRECCIÓN DE COMERCIO Y DIRECCIÓN DE ADMINISTRACIÓN TERRITORIAL Y DESARROLLO URBANO, AMBAS DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ.

	MAGISTRADO: JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: AUSTREBERTO REGIL GONZÁLEZ


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a diez de julio de dos mil veintitrés.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 208/2023, promovido por la persona moral denominada **********, por conducto de su apoderado C.**********, contra actos de la Dirección de Comercio y la Dirección de Administración Territorial y Desarrollo Urbano, ambas del Municipio de San Luis Potosí.
RESULTANDO
1.- Por escrito presentado ante este Tribunal el 21 veintiuno de febrero de 2023 dos mil veintitrés, la persona moral denominada **********, por conducto de su apoderado C.**********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra de la Dirección de Comercio y la Dirección de Administración Territorial y Desarrollo Urbano, ambas del Municipio de San Luis Potosí, y por el acto que hizo consistir en: 

“La resolución administrativa  emitida el día nueve de enero de dos mil veintitrés”
En auto del 1 uno de marzo de 2023 dos mil veintitrés, se admitió la demanda. Las Autoridades Demandadas fueron debidamente notificadas y emplazadas.

2.-  Substanciado que fue en cada una de sus etapas, a las 11:00 once horas del 6 seis de julio de 2023 dos mil veintitrés, se dio inicio a la audiencia final, sin asistencia de la Partes; en el desahogo de la audiencia se dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales dada su naturaleza y se hizo constar que no había pruebas pendientes de desahogo; después en la etapa de alegatos se hizo constar que no se formularon alegatos por las Partes, y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer, substanciar y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo, de conformidad con los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y  7 fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, por tratarse de una controversia de carácter administrativo, suscitada entre un particular y autoridades municipales, respecto de la cual, los citados preceptos le confieren competencia.
SEGUNDO.- La personalidad del C.**********como apoderado de la persona moral denominada **********, se encuentra plenamente acreditada con el acta Constitutiva de citada persona moral, donde aparece su designación como Director Administrativo, con atribuciones Autoridad Demandada apoderado con facultades para administración, dominio y pleitos y cobranzas, documental visible en copia certificada de la foja 8 ocho a la foja 15 quince del expediente en que se actúa.

En el caso el interés jurídico de la Parte Actora, se encuentra plenamente acreditado, con la documental en donde consta el acto impugnado, visible a fojas 87 ochenta y siete del expediente en que se actúa, en valoración conjunta con la documental consistente en el contrato de arrendamiento del bien inmueble ubicado en la Avenida Real del Potosí número 225 doscientos veinticinco, Lomas Cuarta Sección, de la Ciudad de San Luis Potosí, S.L.P.; habida cuenta que en el acto impugnado se resuelve en sentido negativo como “improcedente”, la solicitud de autorización de uso del suelo para Jardín de Niños, respecto del bien inmueble antes referido, mismo que es arrendado la Parte Actora, y respecto del cual formuló la solicitud resuelta en sentido negativo, por tanto es claro que a la Parte Actora le asiste interés jurídico, para controvertir la respuesta en sentido negativo a la instancia que formuló.
Por su parte, la C. Janeth Socorro López Hernández, acreditó su personalidad como Directora de administración Territorial y Desarrollo Urbano del Municipio de San Luis Potosí, en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada del nombramiento expedido a su favor, mismo que es visible en la foja 117 ciento diecisiete  del expediente en que se actúa.
Por otro lado, el C. Jorge García Medina acreditó su personalidad como Director de Comercio del municipio de San Luis Potosí, en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada del nombramiento expedido a su favor, mismo que es visible en la foja 131 ciento treinta y uno del expediente en que se actúa.

A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 388 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.

TERCERO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza una de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en la especie no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que hacer valer de oficio.
Por su parte, las Autoridades Demandadas aducen como causal de improcedencia, la inexistencia del acto administrativo impugnado, así como la falta de interés jurídico de la Parte Actora.
En cuanto al interés jurídico, se debe decir que dicha cuestión ya fue analizada y determinada en el Considerando Segundo que antecede; sin que pase inadvertido que la falta de interés jurídico alegada, se hace descansar en el argumento de inexistencia del acto impugnado, mismo que resulta infundado como se explica a continuación.
Las Autoridades Demandadas aducen que el señalado como acto impugnado, no es un acto administrativo, sino una respuesta que es generada automáticamente por un sistema electrónico denominado “SARE”, que no cumple con los requisitos exigidos por los artículos 164 y 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; lo que se traduce en un acto inexistente que no es atribuible a las Autoridades Demandadas, y que por tanto no afecta el interés jurídico de la Parte Actora.
Lo argumentado por las Autoridades Demandadas, resulta infundado, habida cuenta que el acto de Autoridad existe, tan es así, que la resolución en sentido negativo a la instancia que formuló la Parte Actora, consta por escrito y fue acompañada por la Parte Actora al escrito de demanda como anexo 12, y es visible en la foja 87 ochenta y siete del expediente en que se actúa.
Al respecto se debe agregar, que existe un acto administrativo, puesto que como lo aducen las Autoridades Demandadas se trata de una respuesta que fue emitida por la Autoridad mediante el uso de un sistema electrónico, y mediante el cual se da una respuesta a la instancia, en el caso que nos ocupa resolviendo en sentido negativo a lo solicitado al calificarla de “improcedente”.

Ahora bien, el incumplimiento de alguno o de todos los elementos y requisitos de los artículos 164 y 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se traduce en la ilegalidad del acto administrativo, pues necesariamente se ubica en alguna de la hipótesis de ilegalidad previstas en el artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que habrá sido emitido por algún funcionario incompetente, o que no fundó su competencia, se habrán incumplido los requisitos formales, vicios de procedimiento, apreciación equivoca de hechos o aplicación de disposiciones indebidamente, o que el acto no corresponda a los fines de interés público de las facultades discrecionales, causales las anteriores que producen la declaración de nulidad del acto Administrativo en términos del artículo 251 párrafo primero del mismo Ordenamiento.
A continuación se transcriben los artículos 164, 165, 250 y 251 párrafo primero del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí:

ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo:

I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables;

II. Que su objeto esté previsto por el ordenamiento jurídico aplicable, determinado o determinable y preciso en cuanto a las circunstancias de tiempo y lugar;

III. Cumplir con la finalidad de interés público, derivado de las normas jurídicas que regulen la materia;

IV. Constar por escrito, indicando la autoridad de que emana;

V. Estar fundado y motivado;

VI. Ser expedido sin que medie error de hecho o de derecho sobre el objeto, causa o motivo, o fin del acto y su emisión, y

VII. Ser expedido sin que medie dolo o violencia en su emisión.

ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:

I. Que cumpla con las formalidades del procedimiento;

II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;

III. Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas.

IV. Que en su expedición se señale lugar y fecha de emisión;

V. Tratándose de actos administrativos que deban notificarse deberá hacerse mención de la oficina en que se encuentra y pueda ser consultado el expediente respectivo, y

VI. Tratándose de actos administrativos recurribles, deberá mencionarse el recurso que proceda y el término con que se cuenta para interponerlo, así como la autoridad ante la cual puede ser presentado.

Cuando en el acto administrativo se omita señalar el término y recurso mencionados en el párrafo anterior, el impugnante contar á c o n el doble del plazo que establecen las disposiciones legales par a interponer el recurso correspondiente.

“ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:

I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución;

II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 

III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 

IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 

V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 

La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución 

Para declarar o no la nulidad de un acto administrativo, la Sala deberá estarse además, a lo previsto en Libro Segundo de este Código.”
“ARTÍCULO 251. Las sentencias definitivas deberán reconocer total o parcialmente la legalidad y validez de la resolución o acto impugnado; declarar total o parcialmente la nulidad de los mismos y de las consecuencias que de éstos se deriven, o decretar la nulidad del acto o resolución modificándolos para determinado efecto, debiendo precisar con claridad la forma y términos en que la autoridad debe cumplir, salvo cuando se trate de facultades discrecionales. (…)”

Lo anterior, es concurrente con lo dispuesto por los artículos 167 y 168 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que hacen referencia a la nulidad y anulabilidad del acto administrativo.

Habida cuenta que, la irregularidad u omisión de alguno de los elementos del acto administrativo si bien produce su nulidad, ésta debe ser declarada por el superior jerárquico o el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, puesto el acto administrativo goza de presunción de validez, y por consiguiente de eficacia, ejecutividad y exigibilidad, de acuerdo a lo que disponen los artículos 170 y 171 del ordenamiento en cita.
Por su parte, los actos anulables derivan de la irregularidad u omisión del alguno de los requisitos del acto administrativo, son actos afectados de nulidad, pero que pueden ser convalidados por la propia Autoridad mediante el saneamiento de los requisitos irregulares u omitidos, siempre y cuando no se hubiere decretado la invalidez por el superior jerárquico o demandada por el particular ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, por lo cual, goza de presunción de validez, legitimidad y ejecutividad, así como que el saneamiento tiene efectos retroactivos, de acuerdo a lo que dispone el artículo 168 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Por tanto, lo aducido por las Autoridades Demandadas resulta infundado, puesto que existe una respuesta a la solicitud que formuló la Parte Actora, y en todo caso, la omisión o incumplimiento de los elementos y requisitos exigidos por los artículos 164 y 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, producen la ilegalidad y son causa de nulidad del acto administrativo, y no que sea inimpugnable como lo pretenden hacer ver las Autoridades Demandadas.
No pasa desapercibido para el suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, que la diversa Autoridad Demandada Dirección de Comercio, aduce la incompetencia por que se solicitó la Licencia de uso del Suelo, sin embargo, tampoco se puede omitir que dicha licencia es un medio para obtener la Licencia de Funcionamiento que es lo que verdaderamente requiere la Parte Actora, por lo cual el argumento de la diversa Autoridad Demandada se considera infundado.
CUARTO.- La Litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo se integra en las posturas divergentes de las partes, que se concretan en lo siguiente.

La Parte Actora aduce la ilegalidad del acto impugnado por el incumplimiento de los elemento y requisitos previstos en los artículos 164 y 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, particularmente la falta de firma del funcionario que encarna a la Autoridad competente para resolver, así como la fundamentación y motivación, y la omisión de señalar los medios de impugnación.
Por su parte, las Autoridades Demandadas aducen que lo argumentado por la Parte Actora es inoperante
QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea el Actor en su escrito de demanda, se localizan de la foja 5 cinco a la foja 9 nueve del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que se transcribe enseguida:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.- Contradicción de tesis 50/2010.”

SEXTO.- A juicio del suscrito Magistrado de esta Tercera Sala Unitaria, el segundo de los argumentos de los formulados en el capítulo de conceptos de impugnación de la demanda, resulta fundado, y por ende suficiente para declarar la ilegalidad y nulidad de la resolución impugnada, como se expone a continuación.

En efecto, en el segundo de los conceptos de impugnación, la Parte Actora se duele sustancialmente por el incumplimiento de los elemento y requisitos previstos en los artículos 164 y 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, particularmente la falta de firma del funcionario que encarna a la Autoridad competente para resolver, así como la fundamentación y motivación, y la omisión de señalar los medios de impugnación.
Como se adelantó lo argumentado por la Parte Actora resultó esencialmente fundado como se explica a continuación.
Como se ha establecido con antelación,  el incumplimiento de alguno o de todos los elementos y requisitos de los artículos 164 y 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se traduce en la ilegalidad del acto administrativo, pues necesariamente se ubica en alguna de la hipótesis de ilegalidad previstas en el artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que habrá sido emitido por algún funcionario incompetente, o que no fundó su competencia, se habrán incumplido los requisitos formales, vicios de procedimiento, apreciación equivoca de hechos o aplicación de disposiciones indebidamente, o que el acto no corresponda a los fines de interés público de las facultades discrecionales, causales las anteriores que producen la declaración de nulidad del acto Administrativo en términos del artículo 251 párrafo primero del mismo Ordenamiento.

A continuación se transcriben los artículos 164, 165, 250 y 251 párrafo primero del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí:

ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo:

I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables;

II. Que su objeto esté previsto por el ordenamiento jurídico aplicable, determinado o determinable y preciso en cuanto a las circunstancias de tiempo y lugar;

III. Cumplir con la finalidad de interés público, derivado de las normas jurídicas que regulen la materia;

IV. Constar por escrito, indicando la autoridad de que emana;

V. Estar fundado y motivado;

VI. Ser expedido sin que medie error de hecho o de derecho sobre el objeto, causa o motivo, o fin del acto y su emisión, y

VII. Ser expedido sin que medie dolo o violencia en su emisión.

ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:

I. Que cumpla con las formalidades del procedimiento;

II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;

III. Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas.

IV. Que en su expedición se señale lugar y fecha de emisión;

V. Tratándose de actos administrativos que deban notificarse deberá hacerse mención de la oficina en que se encuentra y pueda ser consultado el expediente respectivo, y

VI. Tratándose de actos administrativos recurribles, deberá mencionarse el recurso que proceda y el término con que se cuenta para interponerlo, así como la autoridad ante la cual puede ser presentado.

Cuando en el acto administrativo se omita señalar el término y recurso mencionados en el párrafo anterior, el impugnante contar á c o n el doble del plazo que establecen las disposiciones legales par a interponer el recurso correspondiente.

“ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:

I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución;

II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 

III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 

IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 

V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 

La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución 

Para declarar o no la nulidad de un acto administrativo, la Sala deberá estarse además, a lo previsto en Libro Segundo de este Código.”

“ARTÍCULO 251. Las sentencias definitivas deberán reconocer total o parcialmente la legalidad y validez de la resolución o acto impugnado; declarar total o parcialmente la nulidad de los mismos y de las consecuencias que de éstos se deriven, o decretar la nulidad del acto o resolución modificándolos para determinado efecto, debiendo precisar con claridad la forma y términos en que la autoridad debe cumplir, salvo cuando se trate de facultades discrecionales. (…)”

Ahora bien en el caso que nos ocupa, las Autoridades Demandadas confiesan en la contestación de la demanda, que el acto impugnado no cumple con los elementos y requisitos exigidos por los artículos 164 y 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; confesión expresa prevista en el artículo 78 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que tiene plena eficacia probatoria de conformidad a lo que dispone el artículo 72 fracción I del ordenamiento legal en cita.
Por otra parte, el contenido del acto impugnado es el siguiente.
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H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSI )
DIRECCION DE COMERCIO MUNICIPAL Y DIRECCION DE ADMINISTRACION Y DESARROLLO \
URBANO ;

SISTEMA DE APERTURA RAPIDA DE EMPRESAS

FECHA DE SOLICITUD: 09/01/2023
NO. DE FOLIO: S.L.P.- B-61237

SAN LUIS POTOSI, S.L.P. A 09 DE ENERO , 2023 .

USO DE SUELO SOLICITADO: JARDIN DE NINOS.

ZONA: H2 HABITACIONAL DENSIDAD MEDIA

UBICACION: AV. REAL DEL POTOSI No. 225 TEMPORAL
SUPERFICIE DESTINADA A LA ACTIVIDAD (mts2): 250 Mts2
INTENSIDAD SEGUN GIRO(aulas ): 5 aulas

RESULTADO DE SOLICITUD: IMPROCEDENTE

LO ANTERIOR EN BASE A LA MODIFICACIC:)N DEL PLAN DE DESARROLLO URBANO DEL CENTRO DE POBLACION ESTRATEGICO
PARA LAS CIUDADES DE SAN LUIS POTOS! Y SOLEDAD DE GRACIANO SANCHEZ PUBLICADO DEL 21 DE AGOSTO DE 2003, DE
ACUERDO AL PLANO CPE-14 DE ZONIFICACION SECUNDARIA DEL SUELO CLASIFICA LA ZONA H2 DE CLAVE 2-4-1 Y EN SUS
NORMAS COMPLEMENTARIAS DE USO DE SUELO PARA EL PLAN DE DESARROLLO URBANO DEL CENTRO DE POBLACION
ESTRATEGICO DE SAN LUIS POTOSI Y SOLEDAD DE GRACIANO SANCHEZ, VISIBLES EN LAS PAGINAS 90,91,92,93,94 Y 95.





De la simple lectura que damos al acto impugnado, se advierte que es emitido en conjunto por la Dirección de Comercio y la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano (ahora Dirección De Administración Territorial y Desarrollo Urbano), sin embargo no cuenta con la fundamentación y motivación de la competencia, ni cuanta con la firma del funcionario que encarna a la Autoridad competente, tal y como lo aduce la Parte Actora.
Adicionalmente se debe decir, que si bien se advierte que se hace referencia a un plan de desarrollo urbano como sustento de la negativa, no se aprecia que se efectué el estudio particular del caso concreto, de modo que se exponga a la Parte Actora de manera fundada y motivada el porqué de la negativa resuelta, como lo aduce la Parte Actora.
Así mismo, se advierte, que no se establecen los medios de defensa con que cuenta el administrado para controvertir la resolución a la solicitud que formuló.

Al respecto, el suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria no es omiso en señalar, que la negativa se sustenta en el Plan del Centro de Población Estratégico San Luis Potosí Soledad de Graciano Sánchez, sin embargo dicho Plan de Desarrollo Urbano se dejó de aplicar, de acurdo con el artículo tercero transitorio del Programa de Desarrollo Urbano del Centro de Población de San Luis Potosí, publicado en el Periódico Oficial del Estado del 27 veintisiete de abril de 2021 dos mil veintiuno.
Así las cosas, en la especie se actualizan las causales de ilegalidad previstas en el artículo 250 fracciones I, II, y IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en razón de la ausencia de fundamentación y motivación de la competencia de las autoridades emisoras del acto, la indebida fundamentación y motivación derivado de que no se expresó el análisis del caso concreto y su relación con las normas jurídicas aplicadas, además de que se dejaron de aplicar las normas aplicables, concretamente el Programa de Desarrollo Urbano del Centro de Población de San Luis Potosí.
En consecuencia, con fundamento en los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en el la resolución de fecha 9 de enero de 2023 dos mil veintitrés; por lo que se decreta su NULIDAD y se le deja sin efecto legal alguno.
Ahora bien, bajo la consideración que dicho acto fue emitido en respuesta a la instancia formulada por la Parte Actora; a efecto de restituir a la Parte Actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados, en términos de lo dispuesto por el artículo 251 párrafo primero del citado Código, se ordena a las Autoridades Demandadas emitir una nueva resolución en la que:

a) Cada una de las Autoridades Demandadas, funde y motive su competencia, así como que la respuesta deberá estar firmada por los funcionarios que encarnen a la Autoridades competentes;

b) Con plenitud de jurisdicción resuelvan lo que en derecho proceda respecto de lo solicitado por la aquí Actora, debiendo al respecto analizar lo planteado por la Parte Actora y aplicar en todo caso las disposiciones del Programa de Desarrollo Urbano del Centro de Población de San Luis Potosí, 
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción III Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 228 fracción XI, 229 fracción II, 248, 249, 250 fracción I, 251, 252, 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en el la resolución de fecha 9 de enero de 2023 dos mil veintitrés; por lo que se decreta su NULIDAD y se le deja sin efecto legal alguno, de acuerdo con la consideraciones, fundamentos, motivos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de la presente Sentencia.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por buzón electrónico a las Autoridades Demandadas.
Así lo resolvió y firma el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola quien actúa con Secretario de Acuerdos licenciado Ismael Méndez Hernández que autoriza y da fe.
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.”
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